[image: image1.png]Prorinesa o Busenes ies

Slanorable Cimara dv Difiutacos






EXPTE.: D-1188/12-13
Ref.: Proyecto de declaración solicitando la coparticipación total
del impuesto a los Créditos y Débitos Bancarios
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
DECLARA

Que vería con agrado que el Gobernador de la provincia de Buenos Aires reclame ante el Poder Ejecutivo Nacional la coparticipación total del Impuesto a los Créditos y Débitos Bancarios, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 2º de la Ley Nacional N° 23.548, de Coparticipación Federal de Impuestos.

FUNDAMENTOS

El Poder Ejecutivo Nacional ante las necesidades financieras ocasionadas sobre todo por el déficit continuo del Sistema Nacional de Seguridad Social, a partir del año 1990 procedió a aplicar cambios en su política impositiva, creando, modificando y eliminando tributos nacionales de afectaciones previas a la distribución entre la Nación y las Provincias y de determinados impuestos para fines específicos, así como también la firma de varios pactos fiscales –por ejemplo, el que coparticipa solamente el 30 por ciento del impuesto al cheque-, que impusieron un techo a las transferencias provinciales.


De esta manera, con las reformas realizadas en el marco impositivo nacional, se vieron alterados los porcentajes de distribución primaria establecidos en la Ley N° 23.548, de Coparticipación Federal de Impuestos, en perjuicio de las arcas provinciales y en beneficio de la Nación

Así,  a partir de 1992 se le asigna al Sistema Nacional de Seguridad Social el 20 por ciento del Impuesto a las Ganancias con lo que los porcentajes de distribución de recursos pasaron a ser, en la práctica, del 52 por ciento para la Nación y del 48 por ciento para las provincias. Cuando legalmente hubiese correspondido un 42.34 por ciento al estado nacional y un 56.66 por ciento a los estado provinciales. En este punto se visualiza con total claridad que las provincias fueron perdiendo sistemáticamente ingresos provenientes de la recaudación de impuestos nacionales.

Mientras esto pasaba con los recursos, si miramos lo que ocurría con los servicios, debemos señalar que a través del Pacto Fiscal II de 1993 se decidió la transferencia a la órbita provincial de casi todos los servicios nacionales -salud, educación- sin la correspondiente contrapartida de recursos. De esta forma, las administraciones provinciales no solo se encontraron con menor disponibilidad de recursos, sino que incrementaron sus responsabilidades en cuanto a los gastos.

En este contexto, se crea el impuesto a los débitos y créditos bancarios –conocido como impuesto al cheque-, por ley 25.413, entrando en vigencia en abril de 2001. La misma, define como hechos gravables a los créditos y débitos en cuenta corriente bancaria, fijando una tasa máxima del 6 por mil y estableciendo que el tributo recaerá sobre los titulares de las cuentas respectivas, actuando las entidades financieras como agentes de liquidación y percepción, entre otros aspectos. 

Actualmente se toma como pago a cuenta el 34% del impuesto aplicado a las acreditaciones en cuentas de entidades financieras. Es decir, sobre el 0,6%, ya que el otro 0,6%, sobre los débitos, no originará créditos fiscales

 Este impuesto representa una importante transferencia de ingresos de los sectores del trabajo, de los pequeños y medianos empresarios y comerciantes, hacia el fisco nacional. Originariamente su aplicación se fundó en la emergencia económica y social y, por lo tanto, llevaba implícito el compromiso de reducirlo o suprimirlo, cuestión que lejos está de cumplirse, máxime si se tiene en cuenta que significa el 9 por ciento de la recaudación nacional total, sin contar la seguridad social.
Cabe destacar que desde su origen, este tributo debió ser coparticipado a todas las provincias, de acuerdo a lo establecido en el artículo 2º de la ley de Coparticipación Federal de Impuestos N° 23.548, que indica que: “... la masa de fondos a distribuir estará integrada por el producido de la recaudación de todos los impuestos nacionales existentes o a crearse....” Pero por acuerdo celebrado en el año 2002 entre la Nación y las provincias, se convino entre otros puntos, la inclusión en la masa coparticipable de sólo el 30 por ciento de este Impuesto.

Si las autoridades nacionales tomaran la decisión de coparticipar el 100% del impuesto en lugar del 30%, de acuerdo a los coeficientes de coparticipación, la mayoría de las provincias solucionarían gran parte de sus problemas fiscales y de endeudamiento, a lo que se sumaría el mayor grado de libertad, autonomía y poder de decisión sin dependencia económica, y por ende política, que hoy tienen del Gobierno Nacional. 
Ante la actual situación de crisis en las cuentas fiscales de nuestra provincia ante lo cual el gobernador ha optado por aumentar la carga impositiva que cae sobre las espaldas de los contribuyentes bonaerenses, en lugar de reclamar lo que nos corresponde al gobierno nacional, entendemos que, la coparticipación total del Impuesto a los Créditos y Débitos Bancarios, aunque no es la solución óptima -la cual sería la instrumentación de una nueva ley de coparticipación – seria en este momento una alternativa viable y posible.
De todas formas, pensamos que se debería trabajar seriamente en la eliminación de este gravamen en el marco de una reforma impositiva integral que sea progresiva, justa, equitativa y federal. Por lo pronto, y hasta que ello ocurra y, si se va a seguir prorrogando la ley que creo el impuesto de referencia, al menos debería velarse para que beneficie a todo el país, coparticipando el gravamen en su totalidad, tal como solicito en el presente proyecto de declaración cuya aprobación agradezco a los señores diputados.

